I) Antecedentes legislativos relativos al tratamiento de concurrencia y articulación de convenios colectivos de trabajo en la experiencia nacional

A) Ley 14250
Apareció como la primera ley formal que dedicaba un tratamiento exclusivo a la negociación colectiva. Dicha norma regula específicamente los convenios colectivos celebrados entre una asociación profesional de trabajadores con personería gremial y una asociación de empleadores, un empleador o un grupo de empleadores. Dicho convenio, como producto final del proceso negocial, adquiere efecto erga omnes una vez homologado por el Ministerio de Trabajo de la Nación.

En el artículo 11, hace referencia a soluciones  dadas por la norma ante situaciones de coexistencia conflictiva entre convenios colectivos de área territorial nacional y convenios colectivos de área territorial local. Dice que las convenciones colectivas celebradas con alcance nacional, o las resoluciones del ministerio de trabajo y previsión por las que se extiendan convenciones colectivas a otras zonas; deberán incluir normas que determinen la situación de vigencia de las clausulas de las convenciones locales preexistentes.

En el caso especifico del convenio local anterior, ante la aparición de un convenio de alcance nacional este ultimo debe incluir las normas que determinen la situación de vigencia de las clausulas de las convenciones locales preexistentes.

Podría interpretarse como norma transitoria dirigida a resolver cuestiones de vigencia de los convenios locales existentes al  momento de la sanción de la ley 14250.

El criterio al que apela el legislador de la 14250 para resolver dichos conflictos entre convenios de diversa área territorial se corresponde con el criterio jerárquico territorial, es decir, se privilegia el mayor ámbito territorial con que cuenta el convenio colectivo.
La relación de subordinación de los convenios locales preexistentes frente a los nacionales solo involucra a aquellos sindicatos que han delegado en la federación que integran su facultad representativa, abdicando de ese modo parte de su aptitud negocial.

El establecimiento de una jerarquía de convenios, en la que prevalecería el de ámbito mayor sobre los de ámbito más reducido cualquiera sea la precedencia en el tiempo, hace que estos últimos deberían amoldarse (suplementar o complementar pero nunca contradecir) al convenio mayor en el que se encuentran incluidos.

En lo que respecta a la cronología, la norma pareciera adoptar el criterio de lex posterior al referirse a convenios locales “preexistentes”, con lo cual el criterio jerárquico debería entenderse matizado por la nota de posterioridad del convenio de ámbito mayor.

El mismo artículo se refería a las resoluciones de ministerio de trabajo y previsión por las que se extiendan convenciones a otras zonas a las que deberán incluir normas que determinen la situación de vigencia de las clausulas de las convenciones locales preexistentes.

La extensión zonal prevista por el artículo 10 de la ley establecía que a pedido de cualquiera de las partes, el ministerio podrá extender la obligatoriedad de una convención a zonas no comprendidas en el ámbito de la misma.

El artículo 9 del decreto 6582/54 establecía la condición para dicha extensión: que no exista en la zona asociación profesional representativa con personería gremial, y que la convención sea adecuada para regular las relaciones de trabajo en la zona. Lo que persogue la norma es cubrir supuestos vacios en los que no es posible concertar un convenio colectivo, por lo que, se excluye la posibilidad de que una asociación con personalidad gremial se vea privada de la facultad de celebrar su convención en la zona de su jurisdicción.

El objetivo que parecía perseguir la norma apuntaba más bien a la cobertura de vacios normativos y excluía la posibilidad de eventuales situaciones de coexistencia de convenios para los casos de extensión zonal de convenios colectivos por vía administrativa.

Si se encontraban vigentes convenciones colectivas al momento de la extensión administrativa, ello implicaría indefectiblemente la existencia de una asociación profesional con personería gremial. Tal situación imposibilitaría dicho acto administrativo de extensión en virtud de lo establecido en el decreto reglamentario.

La ley 14250 fue una norma en la que no se encuentras otros elementos relacionados directamente con la estructura de la negociación colectiva.

B) Las reformas en la década de los ‘90

1) El decreto 2284/91

Se sufrieron profundos cambios en la economía argentina. En este contexto aparecen las primeras reformas en lo atinente a la negociación colectiva, atendiendo más específicamente a los procesos de privatizaciones en marcha, pero también, tendientes a descentralizar la negociación colectiva como requisitos “cuasi impuestos” por la nueva lógica macroeconómica.

Este decreto denominado “desregulación” fue el primer intento normativo tendiente a habilitar la posibilidad de bajar el nivel de negociación colectiva con el fin de adaptar el sistema a las orientaciones macroeconómicas de entonces.

En primer lugar, se establece en el artículo 105 que el establecimiento explicito de los niveles en los que podía discurrir la negociación (actividad, rama o empresa) con la aclaración expresa de que esa enunciación no era taxativa, lo que significaría que cualquier nivel de negociación está legalmente habilitada.

En el mismo artículo, se establecía que las partes no están obligadas a mantener el ámbito de aplicación del convenio colectivo anterior, pudiendo modificar el nivel de negociación al momento de su renovación, a petición individual de cualquiera de ellas.

Mediante esta reforma normativa claramente se alentaba a la descentralización o a la posibilidad de concertar en niveles inferiores estableciendo el momento de renovación del convenio como el indicado para que la misma se produzca. Esto nos coloca ante una clara situación de sucesión de convenios (coexistencia vinculada en sentido impropio).

Se enmarca en la tipología de sucesión por sustitución de un convenio por otro. En este caso en particular, se produce un cambio o abandono de la unidad de negociación anterior, siendo facultativo del nuevo convenio el absorber o no los contenidos del convenio anterior. Dicho abandono de unidad de negociación anterior se produce al momento de su denuncia, por ello, desde dicho momento el nuevo convenio comienza a regir para el ámbito que se corresponda a la representación del solicitante, mientras el convenio anterior de ámbito mayor continua siendo aplicado en todo el resto de la actividad, salvo para dicho ámbito ostentado por el denunciante.
Por otro lado, el decreto se refiere a los sujetos legitimados para solicitar la modificación del ámbito de la negociación. Se establece que las partes signatarias de los convenios colectivos podrán elegir el nivel de negociación que consideren conveniente y que no están obligadas a mantener el ámbito de aplicación del convenio colectivo anterior.

Finalmente si bien este decreto no trato los supuestos de conflicto entre las partes en lo que al ámbito de la unidad de contratación respecta, el ministerio de trabajo, tomando lo establecido en el artículo 104, debe construir la comisión negociadora en los niveles establecidos en el mismo, decidiendo en qué nivel correspondía negociar a las partes apelando a criterios claramente subjetivos de lo que este entendía respecto del ámbito adecuado.

2) Decreto 470/93

Incorporo modificaciones. Sintéticamente, entre ellas se detectan dos técnicas identificables como expresiones del tratamiento de situaciones de coexistencia convencional.

La primera de ellas configura una hipótesis de coexistencia vinculada en sentido impropio, que se habilita mediante la denuncia del convenio vigente por parte de la representación empresarial de ámbito menor que pretende negociar un nuevo convenio. Se trata aquí de un supuesto de sucesión por sustitución.

En la segunda de ellas, la norma prevé expresamente situaciones de coexistencia vinculada, en el caso en sentido propio, mediante la posibilidad que se abre en el decreto respecto al tratamiento diverso de contenidos en el marco de lo que el mismo denomina módulos (generales y particulares). Lo que apareciera a simple vista como un reparto de competencias que implicaría identificar dicha relación como de coordinación programada (articulación), creemos que de lo que verdaderamente se trata es de una relación de coordinación, pero de carácter suplementario.
Por último, la referencia por parte del decreto a la asociación sindical signataria del convenio se corresponde a una demanda especifica de la parte sindical, cuya cúpula históricamente ofreció resistencia a la libertad de negociación en niveles inferiores. Dicha apelación a la asociación signataria del convenio colectivo constituye una especie de tributo al ámbito del convenio anterior.

3) La ley 24467 (ley de pymes)

Artículo 94: el empleador podrá acordar con la representación sindical signataria del convenio colectivo la redefinición de los puestos de trabajo correspondientes a las categorías determinadas en los convenios colectivos de trabajo. En el decreto reglamentario se establece que el acuerdo alcanzado, una vez homologado o registrado por el ministerio de trabajo, tendrá los mismos efectos que un convenio colectivo de trabajo.

En ese caso se daría una situación de sucesión por sustitución, dado que la ley al hacer referencia al empleador individual como parte empleadora está determinando la posibilidad de descuelgue del acuerdo/convenio que concluya con la parte sindical signataria del convenio anterior, siento este convenio independiente y exclusivo para la pequeña empresa.

El artículo 97 establece para aquellas empresas que decidan reestructurar sus plantas de personal, por razones tecnológicas, organizativas o de mercado, que las mismas podrán proponer a la asociación sindical signataria del convenio colectivo, la modificación de determinadas regulaciones colectivas o estatutarias. En este caso se repiten las hipótesis interpretativas del artículo 94, dado que aparecería un convenio colectivo de pequeña empresa en situación de sucesión por sustitución, en este caso pudiendo disponer el nuevo convenio posterior de todas las regulaciones contenidas en el anterior convenio de ámbito mayor.

La ley al habilitar la concreción de convenios colectivos en el ámbito de la pequeña empresa, permite un tratamiento diferencial respecto del convenio de ámbito mayor, lo que generara una posible coincidencia entre ambos convenios en cuanto a la materia y a su vigencia (simultaneidad).

En su artículo 103 establece que los convenios colectivos de trabajo para pymes, durante el plazo de vigencia, no podrán ser afectados por convenios de otro ámbito.

En el artículo 99 se habilita la concreción de convenios entre el empleador individual y la asociación sindical signataria del convenio colectivo. También en ese artículo se establece que la organización sindical podrá delegar tal negociación a las entidades de grado inferior. Pero lo más interesante a destacar es el cambio en la ultraactividad convencional incorporado por la ley para los convenios de pymes. En este articulo se establece que son las partes las que pactan el plazo de prorroga y en caso de que no lo hicieran, la norma impone un plazo máximo de tres meses de vigencia posterior al momento del vencimiento.

Respecto a la ultraactividad, el problema a resolver surge una vez vencido el plazo de vigencia de un convenio para el ámbito de la pyme contenido en el ámbito de aplicación del convenio de actividad con plazo vencido pero vigente por ultraactividad, sin que aquel sea reemplazado por una nueva convención colectiva para igual ámbito. La ley 14250 estipula que vencido el plazo de vigencia de una convención colectiva esta seguirá vigente hasta que entre en vigencia una nueva convención.

En el artículo 83 la ley estableció la posibilidad de ampliar mediante negociación colectiva supraempresarial el número de 40 trabajadores para cada una de las ramas o sectores de actividad. En este caso se podrá identificar la técnica de coordinación de exclusión de competencia de un determinado nivel, pues se plantea un cierre absoluto a los niveles inferiores en cuanto a la posibilidad de ampliar el campo de aplicación del estatuto especial para la pyme, la que queda exclusivamente reservada al convenio de ámbito supraempresarial.
Al ampliar el convenio supraempresarial el número de trabajadores indirectamente encarga o invita al convenio inferior a regular dichos institutos (adoptar los criterios establecidos por convenios de ámbito mayor). En dicha relación de complementariedad, el reparto no implica la necesidad de superar determinados mínimos por parte de los niveles inferiores sino que se limita a efectuar el complemento de estas materias por otros convenios.

El artículo 101 establece que en las actividades en las que no existiera un convenio colectivo de trabajo especifico para las pymes, el ministerio de trabajo deberá prever que en la constitución de  la representación de los empleadores en la comisión negociadora se encuentre representado el sector de la pyme. Así también el articulo 102 impone como requisito para homologar un convenio de actividad que este contenga un capitulo referente a la pyme.

Se identifican técnicas que nos sitúan ante formulas de coordinación funcional que parecen dirigidas al establecimiento de sistemas de atribución y de reparte de materias de negociación entre distintos ámbitos convencionales. En tal coordinación distributiva, si bien en apariencia existiría una relación de jerarquía, lo que verdaderamente acontece es una relación de competencia donde entre los distintos convenios prima un deber de respeto reciproco pero sin coincidir su función normativa.
El convenio de actividad actuaria como norma supletoria de aquel de pyme cuyo plazo de vigencia se haya cumplido (hasta tanto aparezca un nuevo convenio para pymes).

4) Los decretos 1553/96, 1554/96 y 1555/96

El decreto 1553 facultaba al ministerio de trabajo a disponer la revocación total o parcial de la homologación de un convenio colectivo de trabajo cuando: a) sus clausulas de opongan a normas legales dictadas con posterioridad a la homologación; b) exista una declaración judicial de ilegalidad de alguna de sus clausulas y c) habiendo vencido el termino pactado, considere que su vigencia reúne ya los requisitos del artículo 4 de la ley 14250.

El objetivo de dicho decreto era claramente dar solución a la problemática de la ultraactividad legal mediante la “deshomologacion”. La habilitación de sucesión de convenios quedaba supeditada a la resolución del ministerio de trabajo de determinar la continuidad o no en la vigencia del convenio ultraactivo por las causales señaladas.

El decreto 1554 modificaba el artículo 4 del decreto 200/99 reglamentario de la ley 14250, facultando al ministerio de trabajo a resolver los conflictos entre sindicatos y empleadores relativos a la determinación del ámbito funcional, personal y territorial para el que se pretende negociar, de manera que este comprenda y no supere los ámbitos en los que se superpongan las propuestas de las partes.

Este decreto reafirmaba las facultades del ministerio de trabajo para resolver conflictos en lo que al ámbito de la negociación respecta de modo que éste comprenda y no supere los ámbitos en los que se superpongan las propuestas de las partes. De los considerandos del decreto surge claramente el objetivo que el mismo perseguía, ello era estimular a los actores sociales para la conformación de unidades de negociación mas dinámicas superando las rigideces y limitaciones de la tradicional negociación centralizada.

El decreto 1555 se dictaba como reglamentario de la ley 24467 que regula las relaciones laborales en las pequeñas empresas, facultando en su artículo 1 a la comisión interna. Los delegados de personal y organismos similares a emprender la negociación colectiva en la empresa al margen del sindicato con personería gremial del que estos constituyen órgano de representación en la empresa, modificando la ley 23551 de asociaciones sindicales que en su artículo 40, referente a la representación sindical en la empresa, no prevé dichas atribuciones.

En caso de concurrencia de convenios colectivos prevalecía el convenio colectivo del ámbito de la pequeña empresa.
Respecto al plazo de vigencia decía que vencido el termino pactado de un convenio colectivo de trabajo general subsistía en el ámbito de la pyme por un plazo de tres meses, a su vez, transcurridos tres meses de vencido el término pactado en un convenio colectivo de pyme, las condiciones de trabajo se regirían por la ley 20744 (lct), descartando para el ámbito de la pyme el principio de ultraactividad legal de la ley 14250.
5) La ley 25013

Significo una vuelta atrás respecto de lo que fueron las propuestas de descentralización impulsadas desde el gobierno nacional durante la década de los 90.

El artículo 14 apareció como una de las normas claramente destinadas a consolidar el poder negocial de las cúpulas sindicales, gestoras y destinatarias de dicha modificación legislativa. Este artículo otorgaba la facultad exclusiva de representar a los trabajadores en la negociación de convenios colectivos de trabajo a la asociación sindical con personería gremial de grado superior, la que podrá delegar el poder de negociación de sus estructuras descentralizadas. Agregaba que para aquellas empresas de más de 500 trabajadores incorporaran un representante gremial de la empresa.

Podría señalarse aquí el establecimiento de cierto tipo de jerarquía orgánica en cuanto que la jerarquía de las normas en un reflejo y consecuencia de la diferente calidad de sujetos que la producen.

Se pueden producir entre los diversos niveles situaciones de conflictos de competencia a la hora de concretarse sus reciprocas interacciones, entendiendo tales situaciones como aquellas en las que se producen relaciones de poder exclusivo entre los niveles de negociación, es decir, que un solo nivel tiene poder para encarar repartos competenciales entre los diversos convenios. Siempre que surjan estos conflictos las partes al fijar los criterios de solución deberían atender a un principio básico denominado in dubio pro coordinatus, el cual reza que en caso de duda y siempre que se reconozca a un ente superior la potestad de coordinación del ejercicio de competencias potencialmente pertenecientes a otro, las relaciones entre convenios de distinto ámbito deberían saldarse a favor del ámbito inferior, pues en caso contrario, los ámbitos inferiores aparecerían siempre indefensos frente a la absorción abusiva de competencias que se pudiera llevar a efecto en aplicación del citado criterio.
En el artículo 15 también se identifica un tratamiento expreso a relaciones de coexistencia vinculada de convenios. Se establecía en primer término que las convenciones colectivas de ámbito superior regulen la organización colectiva de trabajo en cuanto a jornadas y descansos.
En ese caso se apelaba a la técnica de atribución exclusiva de competencia a un solo nivel de negociación. Tal técnica de coordinación material bajo la fórmula de la exclusión se da en casos en que una norma legal o convenio colectivo pueda atribuir a un convenio de determinado nivel o ámbito la competencia exclusiva sobre cierta materia, definiéndose de este modo, un campo de competencia reservada.

También en  este artículo se establecía que un convenio de ámbito menor vigente pueda prevalecer sobre otro ulterior de ámbito mayor siempre que este prevista su articulación y que las partes celebrantes sean las mismas en ambos casos, de conformidad a lo prescripto por el artículo 14 de la presente ley.

También el 15 establece que vencido el plazo de vigencia del convenio de ámbito menor, el mismo caducará en el plazo de un año, y si no se llega a acuerdo para fijar nuevo convenio, se aplicara el convenio colectivo de ámbito mayor.

Este caso de sucesión de convenios modifica la ultraactividad del convenio de ámbito menor, limitando la prorroga legal a un año. Implica una definición de carácter jerárquico pues la norma supletoria que regulara el espacio normativo que quede vacio por desaparición del convenio de menor ámbito será el de ámbito mayor. Efecto que se potencia al limitar la facultad de negociar colectivamente solo a la entidad sindical de grado superior, dejando caer el convenio de ámbito menor para incorporar a ese grupo de trabajadores en el espectro regulatorio del convenio de ámbito mayor a fin de estandarizar las condiciones en su actividad o rama.

La década de los 90 se caracterizo por una política de alta intervención estatal en materia de relaciones laborales. Dicha política de intervención, que giro en torno a la dialéctica centralización/ descentralización de la negociación colectiva, opero modificación a las técnicas destinadas a regular las relaciones de coexistencia vinculada de convenios colectivos.

C) la ley 25250

Apuntaba básicamente a estimular el empleo estable e incentivar la negociación colectiva como instrumento necesario para el aumento de producción.

1) Coexistencia y articulación

El artículo 10 incorpora el nuevo capítulo IV en el cual se efectúa por primera vez un tratamiento expreso de las situaciones de coexistencia, articulación y sucesión de convenios colectivos de trabajo.
Se desecha la existencia de una jerarquía natural entre convenios colectivos. Ello es así dado que los diversos productos de la autonomía colectiva poseen igualdad de rango, o mejor dicho, son actos con la misma intensidad jurídica.

Solo existirá jerarquía convencional cuando sea está definida por una norma positiva o bien la norma positiva derive dicha facultad jerarquizadora a la autonomía colectiva.

El establecimiento del criterio jerárquico encuentra su justificación como técnica que pudiera prevenir o bien dar solución a posibles situaciones de concurso o concurrencia conflictiva de convenios colectivos.

Este criterio fue el elegido por el legislador para prevenir o resolver posibles situaciones conflictivas entre normas convencionales. Dicho criterio fue construido mediante el establecimiento de dos reglas contenidas en los artículos 24 y 25 del nuevo capítulo IV incorporado a la ley 14250 por el artículo 10 de la ley 25250.

La primera de las reglas contenida en el artículo 24 establece que un convenio colectivo de ámbito menor no será afectado por un ulterior convenio de ámbito mayor. La única excepción consiste en que las partes del convenio del ámbito menor manifiesten de modo expreso su adhesión a este último o estuvieren representadas por acto expreso emitido a tal fin en la comisión negociadora del convenio posterior. Se hace prevalecer la voluntad de las representaciones de nivel inferior.

La segunda de las reglas que conforman el criterio jerárquico establecido en la ley 25250 aparece contenida en el artículo 25, el cual establece que un convenio colectivo de trabajo de ámbito menor prevalecerá sobre otro anterior de ámbito mayor. La única excepción consiste en que el convenio de ámbito menor hubiere sido concertado para articularse con este último.

Las reglas que estos conllevan siempre dejan a salvo la voluntad de las representaciones a nivel inferior.

El legislador prevé para aquellas situación en que dos convenios se sitúen en posición de reciproca exclusión, por un lado, la intervención unilateral de la ley evitando ex ante el concurso entre ellos mediante el principio de no afectación del convenio anterior de ámbito menor, por otro lado, permitiendo o previniendo el posible concurso de convenios, opta por dar prevalencia a aquel de ámbito menor.
La técnica a la que apela la ley 25250 para solucionar situaciones de concurrencia conflictiva resulta ser la imposición de un orden jerárquico en el cual el convenio de ámbito menor se ubica en la cúspide del sistema piramidal (prevalencia del convenio de ámbito menor). Para prevenir situaciones conflictivas, establece el principio de no afectación del convenio de ámbito menor preexistente.

El ámbito de aplicación se encuentra conformado a su vez por los ámbitos territorial, funcional y personal; ello nos lleva a interrogarnos acerca de cuáles de los elementos contenidos  en el ámbito de aplicación es el determinante para establecer la superioridad o inferioridad del ámbito de aplicación. Para llegar a la solución no debe evadirse el paso previo de un severo análisis que involucre a la unidad de representación y por sobre todo a la unidad de contratación. Debe destacarse la necesidad de un análisis profundo sobre la determinación de la unidad de contratación puesto que ello contribuirá de manera decisiva a la configuración del ámbito de aplicación.

En el análisis propuesto deberán también tenerse presentes otros factores concurrentes, como ser la existencia de otros ámbitos de aplicación lindantes, y también convenios anteriores que pudieran invadir o limitar el original ámbito de aplicación del convenio considerado.

El artículo 23 establece la posibilidad de establecer formas de articulación entre unidades de negociación de ámbitos diferentes, ajustándose las partes a sus respectivas facultades de representación.

La regla de prevalencia que es de orden público se impondría por sobre un convenio de articulación. Es decir que si por ejemplo un sindicato que se encuentra afiliado a una federación viola o se aparta de lo establecido en un convenio de actividad de articulación, deberá afrontar un conflicto de tipo intrasindical con la federación pero el convenio firmado por el sindicato prevalecerá sobre el convenio sectorial que pueda coexistir.

La posibilidad de introducir normas de coordinación programada entre convenios queda claramente limitada por lo establecido en el articulo 25 al determinar que un convenio colectivo de trabajo de ámbito menor prevalecerá sobre otro anterior de ámbito mayor, salvo que aquel (el convenio de ámbito menor) hubiere sido concertado para articularse con este ultimo.
2) El régimen de descuelgue de los convenios supraempresariales

Mediante la incorporación del artículo 27 el legislador apela a la experiencia española.

Este articulo impone a los convenios colectivos de ámbitos superior al de empresa establecer las condiciones y procedimiento para excluí de su régimen a las empresas cuya estabilidad económica pudiera verse afectada si se les aplicara ese régimen.

Si nada establecieran los convenios, solo procederá la exclusión de una empresa si fuere acordad entre el empleador y el sindicato signatario del convenio colectivo, frente a una situación de crisis económica de la empresa y por un periodo determinado.

Si el empleador y la representación de los trabajadores no lograren el acuerdo respecto a la exclusión de la empresa del régimen del convenio o a las nuevas condiciones salariales, estos puntos serán resueltos por la comisión paritaria de interpretación del convenio.
El legislador estableció la posibilidad de que toda empresa, siempre que se encontrare dentro del marco causal predeterminado, tuviera alcance al régimen de inaplicación del convenio supraempresarial. Dicha constatación surge del establecimiento en la norma de una doble via que habilitaba la utilización del descuelgue: por un lado el régimen que hubieran negociado las partes firmantes de dicho convenio, y por el otro, el régimen subsidiario establecido ante la falta de acuerdo.

II) El tratamiento normativo en materia de situaciones de concurrencia y articulación de convenios colectivos de trabajo en la legislación vigente. La ley 25877

La ley 25250 tuvo una dificultosa puesta en práctica y una corta duración. La ley 25877 de ordenamiento laboral se creó con el principal objetivo de derogar la ley 25250 en el entendimiento de que dicha ley tenía un vicio de origen y que la sociedad descreía masivamente su legitimidad.

A) Coexistencia y articulación

1) La norma más favorable

El artículo 18 incorpora a la ley 14250 el nuevo capítulo IV.

Las cuestiones de coexistencias vinculada de convenios colectivos de trabajo son tratadas en este nuevo capítulo: articulación de los convenios colectivos, en sus artículos 23 y 24.

La regla tendiente a resolver casos de concurrencia de convenios colectivos es la contenida en el artículo 24 que establece que un convenio colectivo posterior de ámbito distinto, mayor o menor, solo modifica al preexistente en tanto este último contenga condiciones más favorables.
Bien es sabido que el principio de favor hace prevalecer, entre las reglamentaciones acordadas en conflicto, aquella que resulte más favorable para los trabajadores.

Este principio conlleva una doble significación jurídica. Por un lado, es un principio de atribución de poder (una regla de competencia) que concede a la norma progresivamente inferior la posibilidad de ir más allá de la norma superior siempre que establezca beneficios superiores. Por otro lado, y esta es la aceptación que aquí tomamos en cuenta, es una norma de conflicto, una regla que resuelve situaciones de concurso de normas haciendo prevalecer la más favorable para el trabajador.

Como criterio para efectuar la comparación entre convenios la ley adopta el de conglobamiento por instituciones. Dicho criterio compara el conjunto de aquellas disposiciones de un régimen normativo que se refieran a una misma institución.

En las relaciones entre convenios, cada clausula conforma parte de un todo y constituye un error tomar una de ellas de manera aislada pues indefectiblemente esta tendrá vinculación directa con lo negociado en el resto de las clausulas.

Lo expuesto respecto al criterio de conglobamiento por instituciones se centra directamente en la problemática relativa a la inescindibilidad del conjunto de lo negociado a fin de no violentar la voluntad de las partes.

La apelación al principio de norma más favorable para resolver aquellas cuestiones de concurrencia de convenios colectivos seguramente afectara negativamente la estructura de la negociación.

Del análisis del artículo 24 surge que el legislador, permitiendo o previniendo el posible concurso de convenios, opta por dar prevalencia a aquel que resulte más favorable para el trabajador

2) Articulación

La existencia de unidades de negociación soberanas que funcionan con independencia unas de otras, sin un reparto de funciones, crea inevitablemente zonas de solapamiento dotando de gran complejidad a la práctica colectiva. La ausencia de normas de conexión entre los distintos niveles de negociación hace que cada convenio sea una suerte impermeable a las posibles llamadas de coordinación procedentes de otros niveles.

Sumando esto a la inexistencia de jerarquía entre los convenios, que propicia situaciones de colisión o concurso, llevaría a afirmar que tales situaciones conflictivas se verían si no totalmente resueltas al menos matizadas, si se desarrolla un reparto de funciones entre los distintos niveles de negociación de las materias que deberían ser objeto de la misma.

Dicho reparto preventivo de funciones entre los distintos niveles, en la nueva ley 25877 se encuentra contenido en el artículo 23 del nuevo capítulo.

Este establece que los convenios de ámbito mayor podrán establecer formas de articulación entre unidades de negociación de ámbitos diferentes, dejando solo un escaso margen para que los convenios de ámbito menor traten  algunas materias.
Dicho espacio limitado por la ley para la negociación colectiva en el ámbito menor cuando exista un convenio de ámbito mayor resulta ser aquel conformado por materias delegadas o no tratadas en el ámbito mayor, aquellas materias propias de la organización de la empresa y el establecimiento de condiciones más favorables al trabajador.

Del análisis del criterio general establecido en el artículo 23 surge claramente una centralización de la negociación colectiva pues la articulación está condicionada a la voluntad de los sujetos que negocian en el nivel superior. Es decir que la opción legislativa respecto al tipo de coordinación funcional se ciñe al de la exclusión de la negociación colectiva en los ámbitos inferiores.
Respecto al tipo de exclusión de la negociación colectiva que recoge esta ley como criterio de coordinación funcional (articulación) primó la elección de aquella caracterizada como exclusión de competencia de un determinado nivel. Esta técnica plantea un cierre absoluto a los niveles inferiores en la normacion de determinadas materias, de forma que dicha regulación de tales materias solo puede darse en el nivel establecido. En ese caso se concreta produciendo una delimitación específica del conjunto de materias que se hacen indisponibles a la negociación por los niveles inferiores, es decir, todas salvo excepciones establecidas en el mismo artículo que analizaremos a continuación.

El inciso a autoriza a tratar en el menor ámbito aquellas materias delegadas por el convenio de ámbito mayor (complementariedad programada)
El inciso b dice que se podrán tratar en el ámbito menor aquellas materias no tratadas por el convenio mayor (supletoriedad)

Del análisis de estos dos incisos surge que estos supuestos sean contemplados como posibles materias a negociar en los ámbitos menores bastante limitados y supeditados directamente al accionar de los sujetos que negocien a nivel superior.

El inciso c faculta a los sujetos que negocien en el nivel menor a tratar materias propias de la organización de la empresa. Se apela nuevamente a la exclusión de la negociación colectiva en los ámbitos inferiores pero en este caso al criterio de atribución exclusiva de competencia a un solo nivel de negociación.

Por último el inciso c establece que los convenios de ámbito menor podrán considerar aquellas cuestiones que impliquen mejoras en las condiciones al trabajador respecto del preexistente convenio de ámbito mayor.

En este caso se da un supuesto de suplementariedad entre unidades de negociación. La suplementariedad de normas se da cuando distintas disposiciones inciden a la vez sobre un idéntico aspecto de la regulación de un mismo supuesto de hecho.

La metodología de coordinación funcional, específicamente de complementariedad programada o articulación, está absolutamente limitada a la voluntad de los sujetos que negocian en el nivel superior en clara consonancia con el espíritu centralizador que conlleva la ley 25877.
La coordinación impulsa un equilibrio estable en la dialéctica centralización/descentralización, permitiendo dar una respuesta correcta a esta relación subsanando los defectos que una solución radical en uno y otro sentido puede conllevar.

La solución sería no la elección de un modelo cerrado de negociación colectiva, sino por el contrario, el fomento de un modelo capaz de articular y coordinar las necesidades de cada realidad productiva y las distintas características de las empresas.
3) El régimen de descuelgue

El artículo 18 efectúa un tratamiento expreso de los convenios de empresas en crisis. El artículo 25 autoriza la exclusión de una empresa en crisis del convenio colectivo que le fuera aplicable solo mediante acuerdo entre el empleador y las partes signatarias del convenio colectivo, en el marco del procedimiento preventivo de crisis previsto en la ley 24013.
Respecto a la mencionada situación de crisis como habilitante para iniciar el proceso de descuelgue, la ley impone una causal objetiva, es decir, que la empresa se encuentre en situación concreta de crisis.

Otro requisito que señala la ley para que opere el descuelgue es aquel que refiere al establecimiento de un lapso temporal determinado durante el cual regirá la exclusión de una empresa del régimen del convenio general.

En aquellos casos en que concurran los supuestos que señala la ley y se efectivice la exclusión del convenio colectivo mediante acuerdo entre la empresa y las representaciones sindical y empresarial, nos encontramos ante el tipo de sucesión por sustitución al abandonarse la unidad de contratación previa y producirse un cambio en la unidad de negociación, es decir, cuando se suceden convenios de distinto ámbito.

Debe señalarse la existencia de un doble régimen habilitado legalmente para la pequeña empresa. Por un lado, para situaciones de crisis, lo establecido en el mencionado artículo 25 de la ley 14250 incorporado por la ley 25877. Por el otro lado, el establecido en el artículo 97 de la ley 24467 que habilita acordar la modificación de determinadas regulaciones colectivas o estatutarias aplicables por razones tecnológicas, organizativas o de mercado.

Las sucesivas reformas otorgaron un rol de activa participación al estado en las relaciones laborales, específicamente en materia de negociación colectiva. Intervención esta que se produce desde la temprana instancia de gestación convencional.

Cierta resistencia de la parte sindical a la libertad de negociación en niveles inferiores se refleja como otra constante que fue recogida en el desarrollo de la acción legislativa en la materia.

Las repetidas referencias en las sucesivas reformas a las partes signatarias significan un tributo al convenio de ámbito mayor, que se condecía con los requerimientos de la cúpula sindical. Tendencia ésta que recién aparece matizada en la reforma de la ley 25250.
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